
tras ser alertados de que la entidad propietaria se encontraba en un procedimiento de ejecución hipotecaria. 
Estaba desempleada y en los servicios sociales no habían podido ayudarla en su necesidad de vivienda.

Iniciadas actuaciones con el Ayuntamiento de Vélez-Málaga (Málaga), se nos informó de las actuaciones 
realizadas por los servicios sociales comunitarios con la interesada, fundamentalmente la posibilidad de 
proporcionarle el apoyo económico necesario, en base a lo que establecen las ordenanzas municipales, para 
buscar una solución habitacional alternativa en caso de que fuera necesario. En consecuencia, solicitamos 
que se nos ampliara dicha información.

Ni la petición de informe ni sus posteriores requerimientos fueron atendidos, mientras que la interesada 
nos informó que había recibido notificación de lanzamiento para el mes de marzo de 2021. En consecuencia, 
formulamos al citado Ayuntamiento Resolución concretada en un Recordatorio del deber legal de 
colaboración con esta Institución y Recomendación para que desde los servicios sociales comunitarios 
se valore la situación familiar y económica de la familia afectada y si la misma se encuentra en situación 
o riesgo de exclusión social, así como las ayudas o recursos públicos que se puedan activar para facilitar 
su acceso a una vivienda en caso de que finalmente se ejecute el lanzamiento de su vivienda actual. Dicha 
Recomendación está a la espera de respuesta.

1.15.2.2. Necesidad de vivienda
La vivienda, no nos cansamos de repetir, constituye la base para poder disfrutar de otros derechos 

fundamentales. Y, a pesar de ello, es inaccesible para cada vez mayor parte de la población que no puede 
con sus propios medios comprar o alquilar una vivienda en el mercado libre, ni tampoco acceder a una 
vivienda protegida, pese a reunir los requisitos para ello, dada la insuficiencia del parque público de 
viviendas y su inadecuación para algunas demandas de vivienda, por ejemplo la de familias unipersonales.

A esto se le añade que muchas personas cuyo medio de vida estaba constituido por empleos precarios no 
asegurados o trabajos en la economía informal, o simplemente no estaban trabajando y no tenían derecho a 
prestaciones, han sido doblemente golpeadas por la pandemia, pues ni han podido obtener recursos durante 
el confinamiento o posteriormente, ni cumplen los requisitos que se han establecido por los gobiernos 
central y autonómico para acceder a muchas de las ayudas aprobadas. Aún cumpliéndolos, lo cierto es 
que la experiencia nos dice que será un pequeño porcentaje el que finalmente resulte beneficiario de las 
distintas ayudas al alquiler de vivienda que han sido convocadas.

Desde la provincia de Jaén una persona nos trasladaba que nunca había necesitado acudir a los servicios 
sociales comunitarios, si bien con el confinamiento tanto ella como su pareja perdieron sus empleos, 
ambos sin estar dados de alta en la Seguridad Social. Por ello, no habían podido acceder a prestaciones 
económicas ni pagar el alquiler y tuvieron que dejar la habitación que tenían alquilada y trasladarse con 
familiares. Tenían una hija pequeña y esperaban otra en pocos meses y afirmaba que los servicios sociales 
no les habían ofrecido ninguna ayuda ante dicha situación (queja 20/2820).

No obstante, como ya alertábamos en anteriores informes anuales, las dificultades para acceder o poder 
mantenerse en una vivienda ya no son exclusivas de los sectores más deprimidos, sino que han alcanzado 
a un sector de la clase media que se encuentra en un peligroso punto intermedio, en el que se sobrepasan 
los límites de ingresos previstos para poder acceder a determinadas ayudas económicas o a alojamientos 
de emergencia, pero no se disponen de recursos suficientes para acceder a una vivienda en el mercado 
libre ni se cumplen los requisitos habitualmente exigidos por las personas arrendadoras (nómina, ingresos 
mínimos, fianza y aval).

Esta situación la observamos por ejemplo en la queja 20/5034, presentada por una mujer pensionista 
que vivía con un hijo con un 65% de discapacidad. Los servicios sociales no habían considerado que se 
encontrasen en riesgo de exclusión social debido a que sus ingresos superaban el baremo previsto a tal 
fin y la derivaron al programa de búsqueda de alquiler apoyado por la ONG Provivienda. Sin embargo, se 
consideraba por esta entidad que no podía acceder a dicho programa porque no disponía de recursos 
estables suficientes para alquilar una vivienda de dos dormitorios en el mercado privado.
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A pesar del lanzamiento de su vivienda, al no cumplir los requisitos no habían podido acceder a un recurso 
de emergencia municipal y habían tenido que alojarse en un hostal que les costaba 35 euros diarios. Un 
mes después, no habían conseguido encontrar una vivienda de alquiler, ni tan siquiera contratando la 
búsqueda a una inmobiliaria. La queja se encuentra aún en trámite con el Área de Bienestar Social y Empleo 
del Ayuntamiento de Sevilla.

En 2020 hemos seguido realizando actuaciones cuando hemos detectado que algún municipio no 
había establecido o no tenía operativo el preceptivo Registro Público Municipal de Demandantes de 
Viviendas Protegidas, a pesar de haber transcurrido diez años desde que se estableció la obligación de los 
ayuntamientos de crear y mantener sus registros municipales de vivienda protegida en el artículo 16.2 de 
la Ley 1/2010, de 8 de marzo, Reguladora del Derecho a la Vivienda en Andalucía.

En Andalucía, a fecha 31 de diciembre de 2020, había 249.850 solicitudes de inscripción en los Registros 
Municipales de Demandantes de Viviendas Protegidas, de las que se han inscrito 192.001 y de las que 
70.079 se encuentran activas. Las inactivas no quiere decir que hayan dejado de necesitar vivienda, sino que 
se han desactualizado por diversos motivos. De todas las solicitudes inscritas, el 64,5% de sus peticionarios 
no llegan a una vez el IPREM en sus ingresos anuales.

Los registros son instrumentos fundamentales para el conocimiento de las necesidades de vivienda y la 
política municipal de vivienda. Por ello, no se puede alegar como excusa para su inexistencia que no haya 
vivienda pública disponible, pues es precisamente obligación de las administraciones públicas conocer 
las necesidades de vivienda de su municipio para promover el acceso a una vivienda digna y adecuada a 
través de una política de actuaciones en materia de vivienda protegida y suelo y de apoyo a la conservación, 
mantenimiento, rehabilitación y calidad del parque de viviendas existente.

En caso de que algún municipio tenga dificultades para su establecimiento, la normativa prevé diversos 
mecanismos de asistencia y ayudas para los Ayuntamientos, mediante la asistencia y cooperación jurídica, 
económica y técnica de las diputaciones provinciales, especialmente a los municipios de menor población 
y de las delegaciones territoriales en la materia.

En el curso de la tramitación de la queja 19/4655, comprobamos que en Torrox (Málaga), el registro estuvo 
inicialmente gestionado por la Empresa Provincial de la Vivienda de Málaga (Emprovima), la cual se disolvió 
en 2014, año desde el cual el Registro no se encontraba operativo. Por tanto, formulamos al Ayuntamiento 
de Torrox un Recordatorio de sus deberes legales y una Recomendación para que se adoptasen las medidas 
oportunas para que se ponga en funcionamiento efectivo el Registro Público Municipal de Demandantes 
de Vivienda Protegida, requiriendo de ser necesario la asistencia necesaria para ello.

De igual forma hemos actuado en la queja 20/4133, al detectar que en el municipio de Úbeda (Jaén), a 
pesar de que la Ordenanza Reguladora del Registro Municipal de Demandantes de Vivienda Protegida se 
publicó en el año 2010, dicho registro no se encontraba operativo. En ambos casos nos encontramos a la 
espera de respuesta de los citados ayuntamientos.

Asimismo, el Defensor del Pueblo Andaluz vela porque los procedimientos de adjudicación cumplan los 
principios de igualdad en el acceso a la vivienda y la no arbitrariedad, objetividad, publicidad, concurrencia 
y transparencia. Se exceptúan únicamente de dicha exigencia las promociones en las que por su naturaleza 
no pueda existir concurrencia, como aquellas adjudicaciones que se deriven de programas específicos de 
integración social, en los términos que se determinen reglamentariamente.

Se deja libertad a cada Ayuntamiento para que a través de las bases reguladoras del Registro municipal de 
demandante de vivienda protegida pueda elegir el procedimiento que mejor se adecue a las circunstancias 
de su municipio, con respeto en todo caso a los referidos principios.

En el caso de segundas o posteriores cesiones de viviendas en alquiler, el artículo 13 del Reglamento 
de Viviendas Protegidas de Andalucía contempla tres posibles excepciones a la adjudicación mediante el 
Registro: el realojo permanente o transitorio motivado por actuaciones urbanísticas, la adjudicación de 
viviendas y alojamientos a unidades familiares en riesgo de exclusión social cuando los servicios sociales 
justifiquen su urgencia y la adjudicación de viviendas a entidades sin ánimo de lucro para destinarlas al 
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alojamiento de personas en riesgo de exclusión social. Estas excepciones deberán ser autorizadas, en cada 
caso, por la persona titular del correspondiente Registro y comunicadas a la correspondiente delegación 
territorial.

En la queja 18/7306, la interesada nos trasladaba que aunque había resultado la primera en el sorteo 
llevado a cabo por el registro de demandantes de vivienda protegida de un municipio de la provincia de 
Cádiz, la vivienda finalmente se adjudicó a la siguiente unidad familiar resultante del sorteo.

En consecuencia, iniciamos actuaciones con AVRA, como titular de la vivienda y responsable de la 
adjudicación, y con el Ayuntamiento del municipio en cuestión, responsable de la realización del sorteo 
conforme a lo establecido en su ordenanza entonces vigente, y de la verificación de los requisitos necesarios 
para concurrir al mismo.

En el curso de la tramitación del expediente, la Secretaría General de Vivienda insistió en que el 
procedimiento de adjudicación de la vivienda había sido correcto, dado que el sorteo no presuponía la 
adjudicación en sí de una vivienda protegida y que no se había acreditado el cumplimiento de los requisitos 
necesarios. En este sentido, se consideraba que la adjudicación de una vivienda de promoción pública 
vacante “en una promoción con estas características y circunstancias requiere una valoración lo más 
exhaustiva y completa posible de la situación de las familias demandantes, y de su idoneidad para ocupar 
las viviendas vacantes.”

A la vista de la información recabada, estimamos procedente formular sendas Resoluciones a AVRA y al 
Ayuntamiento.

En cuanto a AVRA, le recordábamos que la normativa vigente no prevé el ejercicio de una potestad 
discrecional de la Administración titular de las viviendas para elegir a las personas adjudicatarias. Por tanto, 
la valoración de idoneidad no debía haber ido más allá del cumplimiento estricto de los requisitos objetivos 
establecidos con carácter previo para acceder a la convocatoria, los cuales en todo caso debieron ser 
verificados por el Registro. Este proceder resulta fundamental para garantizar los principios de legalidad, 
igualdad, objetividad, seguridad jurídica y transparencia del proceso.

Considerábamos, por tanto, que es fundamental la coordinación entre la entidad titular de las viviendas 
y el ayuntamiento competente para seleccionar el método idóneo de selección de adjudicatarios en cada 
caso, dentro de lo que permitan las ordenanzas de cada registro municipal de demandantes de vivienda 
protegida.

Recordamos a AVRA sus deberes legales y le recomendamos que, si quedara vacante alguna otra vivienda 
titularidad de AVRA en otra promoción de ese municipio, se pusiese a disposición del Registro Municipal de 
Demandantes de Vivienda y, previa propuesta favorable a la adjudicación efectuada por el Ayuntamiento 
a través del citado registro, se valorase de nuevo la idoneidad de la unidad familiar afectada para acceder 
a ella por vía de la excepcionalidad.

Dicha Resolución ha sido plenamente admitida por la Secretaría General de Vivienda, si bien se indicaba 
que aún no se había producido vacante alguna de vivienda pública en alquiler en el municipio, en ninguna 
de las promociones de las que AVRA es titular, susceptible de haber sido puesta a disposición del Registro 
Municipal de Demandantes de Vivienda Protegida en dicha localidad.

Ante la falta de respuesta de la Tenencia de Alcaldía de la Entidad Local Autónoma de Torre del Mar 
(Málaga) debimos formular una Resolución recordándole sus deberes legales para con esta Institución y 
recomendando que se concretasen las actuaciones llevadas a cabo respecto a la necesidad de vivienda del 
interesado y las ayudas que se le pudiesen ofrecer hasta que se le adjudicase una vivienda en régimen de 
alquiler social (queja 19/4377). Dicha Resolución se encuentra pendiente de respuesta.

En todo caso, siempre insistimos a los organismos competentes en materia de vivienda a nivel autonómico 
y local con la finalidad de que, en la medida de las competencias que les correspondan, pongan en marcha 
mecanismos o medidas que permitan incrementar la oferta de vivienda pública y favorecer el acceso a la 
vivienda, conforme a la Ley 1/2010, de 8 de marzo, del Reguladora del Derecho a la Vivienda en Andalucía.
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Por otra parte, la familia extensa ha sido de nuevo el paracaídas para muchas personas, no solo apoyando 
económicamente, sino también acogiendo a los familiares que se habían quedado sin vivienda. Esta situación 
ha generado, sobre todo en el confinamiento, problemas de hacinamiento, convivencia y, en ocasiones, 
dificulta el acceso a las ayudas sociales necesarias para paliar su delicada situación. En este sentido, algunas 
personas nos trasladaron las dificultades para acceder a los servicios sociales sin un domicilio fijo, al no 
poder empadronarse por distintas causas en su residencia actual (queja 20/5040, queja 20/4504, queja 
20/4339, queja 20/4469, queja 20/8514).

En los casos más extremos, algunas personas nos contaron que estaban pasando el confinamiento sin 
vivienda. Este era el caso de una ciudadana de Sevilla que nos confiaba que, tras el lanzamiento de su 
vivienda en el mes de enero, ella y su marido, ambos con discapacidad reconocida, pernoctaban en un 
vehículo (queja 20/3057). Nos relataba que con ocasión del lanzamiento los servicios sociales les ofrecieron 
la estancia en un piso compartido, a la cual renunciaron porque no admitían a sus dos perras pequeñas.

Admitida la queja a trámite solicitamos informe al Área de Bienestar Social y Empleo. Desde Emvisesa 
nos informaron que se aplicaron los criterios de prelación y asignación para la adjudicación de viviendas 
vacantes de este organismo a familias con resolución de excepcionalidad, por lo cual quedaban en la bolsa 
de familias pendientes de asignación de una vivienda por esta vía.

Por su parte, el Área de Bienestar Social y Empleo informaba que no disponían de ningún recurso en el que 
pudieran permanecer con sus perros, por lo que se le gestionó alojamiento con financiación municipal en un 
hostal donde ambos decidieron que se alojaría la esposa hasta que pudieran acceder a un alojamiento en el 
que admitieran a sus mascotas. Posteriormente la esposa pasó a ocupar una plaza en un piso de tránsito.

Con el cambio de circunstancias se actualizó el informe de excepcionalidad, mejorando sus posibilidades 
de acceso a una vivienda y de hecho la interesada nos confirmó poco después que se le había ofrecido 
una vivienda pública en régimen de alquiler. En consecuencia, dimos por concluidas nuestras actuaciones.

En la queja 20/3611, la interesada manifestaba que residía desde hacía dos años en la vivienda de sus 
padres junto a sus dos hijas menores de edad, conviviendo en total siete personas. Refería que, debido al 
hacinamiento y la mala convivencia, pasó a dormir en el coche, una de sus hijas se fue con el padre y la 
pequeña se quedó en la casa de sus abuelos. Sus únicos ingresos eran 280€ de pensión de alimentos de 
sus hijas, por lo que le era imposible poder acceder a una vivienda en el mercado libre, insistiendo en su 
necesidad de acceder a un alquiler social. Ni en los servicios sociales ni en la empresa pública de la vivienda 
de Ayamonte, Terrenos Urbanizables de Ayamonte S.A. (Tuasa), le habían proporcionado una solución a 
su problema habitacional.

Admitida la queja a trámite solicitamos informe tanto al Ayuntamiento de Ayamonte como a Tuasa, 
informando finalmente que se le había adjudicado una vivienda propiedad de la citada sociedad municipal.

Otras quejas de interés que hemos concluido al considerar que por parte de la administración municipal 
y en algunos casos de AVRA, se estaba prestando dentro de sus respectivas competencias una atención y 
ayuda adecuadas en relación con la necesidad de vivienda de las personas interesadas, han sido la queja 
20/3227, queja 20/3611, queja 20/4308, queja 19/6574, queja 19/5079, queja 19/6575, queja 19/6662, 
queja 20/0578 y queja 20/3153.

Por último en este apartado, no queremos dejar de hacer referencia a una cuestión que ha protagonizado 
muchos debates este año. En efecto, en 2020 hemos asistido a una avalancha de noticias en medios de 
comunicación recogiendo un supuesto aumento del “fenómeno de las ocupaciones de vivienda”, causando 
una lógica preocupación entre la ciudadanía. Por ello, consideramos que procede aclarar algunas cuestiones 
al respecto, desde la perspectiva de derechos humanos del Defensor del Pueblo Andaluz.

La ocupación de viviendas vacías es la que alcanza cifras más altas. De acuerdo con la información 
proporcionada por el Ministerio del Interior, en el primer semestre de 2020 hubo 7.450 denuncias por 
ocupación de viviendas, un 5% más que en el mismo periodo del año anterior. En Andalucía, en cambio, 
las denuncias han disminuido entre enero y junio de 2020 con respecto al mismo periodo del año anterior: 
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1.183 y 1.236 respectivamente. Para contextualizar este dato, hemos de indicar que, según el censo del 
Instituto Nacional de Estadística de 2011, hay más de 3,5 millones de viviendas vacías en España.

En el Área de Vivienda no hemos recibido quejas directas de ocupaciones de viviendas particulares por 
parte de su propiedad. En ocasiones sí recibimos quejas de personas que nos trasladan su preocupación 
por los problemas de convivencia y seguridad debido a la ocupación de viviendas vecinas, que suelen ser 
de entidades bancarias o entidades públicas (queja 20/2665 y queja 20/4062). En estos casos, recabamos 
información acerca de qué actuaciones se están realizando para preservar la seguridad ciudadana y, en 
caso de entidades públicas, respecto a la situación jurídica de la vivienda.

En otros casos, no se trata de ocupaciones, sino de inquilinos que dejan de pagar las rentas del alquiler 
y no abandonan la vivienda. En estos casos, informamos a las personas interesadas de la procedencia de 
requerir asistencia letrada para valorar posibles actuaciones judiciales y asimismo de los recursos existentes 
en materia de vivienda, como ayudas al alquiler (queja 20/2464 y queja 20/2490).

En definitiva, los datos existentes actualmente y la experiencia de esta Institución nos permiten afirmar 
que los casos de ocupación de viviendas de primera o segunda residencia de personas físicas en Andalucía 
son escasas. Las viviendas vacías que son ocupadas normalmente son propiedad de bancos, fondos de 
inversión, constructoras, entidades públicas y otras entidades jurídicas, aunque tampoco hay constancia 
de que haya habido un aumento excesivo.

En la mayoría de los casos que llegan a la Defensoría, son los propios ocupantes sin título legal los que se 
dirigen a nosotros exponiendo que se encuentran en situación de exclusión social y la ocupación ha sido 
el último recurso para no verse en la calle, ante la carencia de recursos económicos para acceder a una 
vivienda y en ocasiones tras haber sufrido uno o varios desahucios, con un coste psicológico y emocional 
muy alto.

Como muestra de ello, podemos citar la queja 20/6346. La interesada nos trasladaba las duras situaciones 
por las que había pasado desde que era niña y las dificultades a las que se enfrentaba para lograr salir de 
la exclusión social:

“(...) Desde pequeña he vivido en una familia conflictiva y desestructurada. (...) A los diez años volví 
a casa de mi madre y empecé a vivir en etapas entre su adicción y vivir en la calle. Quiero decir 
con eso que no tengo una familia a quien pueda recurrir. (...) conocí al que es el padre de mi hija de 
cuatro años. En aquel momento vivía en la calle y él me recogió y me llevó a casa de su madre, donde 
estuvimos viviendo hasta que nos vimos obligados a salir de allí y ocupar una vivienda del pueblo, 
propiedad de un banco, que solía estar ocupada por otras personas pero que se había quedado 
vacía. Allí estuvimos durante tres años. Pero mi pareja comenzó a tener cada vez más problemas 
de adicción. Hace tres años nos enteramos de que un vecino (...) tenía que dejar su piso porque era 
muy mayor y se iba a una residencia. (...) Se lo expliqué a asuntos sociales del ayuntamiento, pero 
no se pudo regularizar, así que hace unos tres años entramos a vivir en el piso sin que estuviera 
regularizado.

Durante estos años he seguido siendo demandante de empleo y vivienda en el ayuntamiento, pero 
siempre me han dicho que no podían ayudarme. (...) Durante todo este tiempo he estado viviendo 
de peonadas en el campo y cuando no había, de la ayuda que me han dado algunos conocidos.

Hace un tiempo me llegó una denuncia de AVRA para que desalojara el piso. (....) el desahucio no 
se ha hecho efectivo hasta hace casi un mes. (...) estoy poniendo y voy a poner de mi parte todo lo 
que esté en mi mano para conseguir hacer una vida normal, como la que haría cualquier persona 
con las posibilidades que yo tengo.(...).

Pero en lo referente a la vivienda me encuentro en una situación en la que no veo salida por mis 
propios medios. (...) Por otra parte, la persona que se ha hecho cargo de ayudarme en Asuntos 
Sociales me dijo que tenía que buscar un alquiler y que el ayuntamiento me pagaría la mitad hasta 
que mi situación económica mejorara. El problema (...) es que en mi situación personal es imposible 
que ningún propietario me haga un contrato de alquiler.(...)”.
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Iniciadas actuaciones con el Ayuntamiento de La Rinconada nos indicaban que habían derivado el caso al 
Equipo de Tratamiento Familiar y se informaba que, en el supuesto de recuperar alguna vivienda, su caso 
sería estudiado al igual que los de otros demandantes de vivienda de la localidad, muchos en situación de 
vulnerabilidad.

Asimismo, informaban de que el Ayuntamiento dispone de un programa de ayudas al alquiler a familias 
vulnerables, abonando el 50% de la renta durante un año. En consecuencia, procedimos a cerrar el 
expediente, trasladando a la citada administración municipal nuestra preocupación por la situación de 
la interesada y su hija, y la necesidad de mantener activo su expediente, y recomendando a ésta que 
colaborase con los servicios sociales comunitarios para que pudieran ofrecerles la ayuda y orientación 
adecuada a sus necesidades.

En todo caso, la ocupación como respuesta a la necesidad de vivienda debe llevar a las administraciones 
públicas a replantearse sus políticas en esta materia. Las autoridades deben proteger el derecho a la 
propiedad, pero no es menos importante su obligación de garantizar el derecho a la vivienda y preservar 
el fin social que debe tener esta.

Alentamos por ello a las administraciones a que además de incrementar el parque público de vivienda 
social arbitren mecanismos que controlen la especulación en el mercado de la vivienda e incentiven la 
salida al mercado de las viviendas que se encuentran vacías, ya sea a través de políticas fiscales, ayudas 
a la rehabilitación etc., entre otras medidas que se puedan adoptar a fin de garantizar este importante 
derecho social.

1.15.2.3. Ayudas a la vivienda
En 2020 hemos seguido tramitando quejas relativas a las ayudas al alquiler convocadas en ejercicios 

anteriores, a las que se han sumado las relativas a las ayudas creadas para paliar los efectos de la crisis 
económica derivada de la COVID-19. Empezaremos refiriéndonos a las convocatorias más antiguas, para 
finalizar con las más recientes.

1.15.2.3.1. Convocatoria 2017 de ayudas al alquiler para personas con ingresos limitados

Como ya decíamos en nuestro Informe Anual correspondiente a 2019, en dicho año finalizó la tramitación 
de las solicitudes presentadas al amparo de la convocatoria de 2017 de ayudas para el alquiler de vivienda 
a personas en situación de especial vulnerabilidad o con ingresos limitados, cuyo retrasos dio lugar a la 
incoación de oficio por esta Institución de la queja 18/4615.

En el año 2020, analizados todos los informes recabados en la tramitación del referido expediente de 
oficio, esta Institución consideró necesario formular Resolución de valoración y cierre de esta convocatoria 
de ayudas al alquiler, dirigida a la Secretaría General de Vivienda y haciéndola también extensiva a la 
Intervención General de la Junta de Andalucía en las cuestiones objeto de su competencia.

Las Recomendaciones y Sugerencias fueron aceptadas por la Secretaría General de Vivienda y la 
Intervención General de la Junta de Andalucía en sus respectivos ámbitos competenciales, por lo que 
procedía el cierre definitivo del presente expediente de queja y el de las quejas individuales que estaban 
acumuladas al mismo.

La Secretaría General de Vivienda afirmó que dicha Resolución había sido tenida en cuenta en la 
elaboración de las bases reguladoras y las convocatoria de las ayudas al alquiler a vivienda habitual con 
motivo de la Covid-19 y así se habían adoptado las siguientes medidas: facilitar la cumplimentación del 
modelo de solicitud de forma telemática, limitar la documentación a aportar, agilizar la tramitación de los 
expedientes, establecer un sistema de control financiero permanente que agiliza la fiscalización, consensuar 
criterios unificados con la Intervención General y para la tramitación de este programa por las Delegaciones 
Territoriales, mejorar la atención e información a la ciudadanía sobre la tramitación de sus solicitudes e 
impulsar un plan de choque con la incorporación de un equipo de 40 personas distribuidas en las ocho 
Delegaciones Territoriales.
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https://www.defensordelpuebloandaluz.es/actuamos-de-oficio-ante-el-retraso-en-la-tramitacion-de-las-ayudas-al-alquiler-2017
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/recomendaciones-para-las-convocatorias-de-ayudas-al-alquiler
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/incorporaran-nuestras-recomendaciones-en-el-nuevo-programa-de-ayudas-al-alquiler-a-vivienda
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